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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Medellín, veintisiete (27) de mayo de dos mil quince (2015)

	RADICADO:

	05001 33 33 020 2015 00527 00

	MEDIO DE CONTROL:

	EJECUTIVO

	DEMANDANTE: 
	RONALD ALEXIS MEJÍA VÉLEZ Y YURLEY AUDALIA RAMÍREZ POSADA en representación de su hijo HANNER YESID DUQUE RAMIREZ

	DEMANDADO:

	MUNICIPIO DE SAN FRANCISCO

	ASUNTO:
	DECLARA FALTA DE COMPETENCIA – ORDENA REMITIR

	Auto Interlocutorio
	No. 


El 29 de abril de 2015 RONALD ALEXIS MEJÍA VÉLEZ Y YURLEY AUDALIA RAMÍREZ POSADA en representación de su hijo HANNER YESID DUQUE RAMIREZ, por conducto de apoderado, presentaron demanda ejecutiva de primera instancia en contra del MUNICIPIO DE SAN FRANCISCO,  con la finalidad de que se libre mandamiento de pago con fundamento en la Sentencia de primera instancia emitida por el  Juzgado 26 Administrativo del Circuito de Medellín el día 14 de febrero de 2011, confirmada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, providencia que quedó ejecutoriada el día 04 de abril de 2014. 
CONSIDERACIONES
1. Con el propósito de determinar la competencia de este Despacho para conocer del presente asunto, es prudente traer a colación lo dispuesto por el numeral 7º del artículo 155 de la Ley 1437 de 2011, que regula la competencia de los Juzgados Administrativos en primera instancia, en los siguientes términos:

“Artículo 155. Competencia de los jueces administrativos en primera instancia. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: […] 7. De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”
Por su parte, el artículo 298 de la Ley 1437 de 2011, al regular el procedimiento aplicable a los procesos ejecutivos, consagró una regla especial de competencia, atribuyendo su conocimiento al juez que expidió la sentencia, así:

 “Inc. 1. Art. 298. Procedimiento. En los casos a que se refiere el numeral 1 del artículo anterior, si transcurrido un (1) año desde la ejecutoria de la sentencia condenatoria o de la fecha que ella señale, esta no se ha pagado, sin excepción alguna el juez que la profirió ordenará su cumplimiento inmediato.” (Negrillas y cursivas fuera de texto)

Adicionalmente, el inciso dos del artículo 299 reitera como objeto de esta jurisdicción  la ejecución de las condenas a entidades públicas de conformidad a las reglas generales de competencia previstas en este estatuto, así: 
“Inc. 2. Art. 299. De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades públicas. […] Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma jurisdicción según las reglas de competencia contenidas en este Código, si dentro de los diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada no le ha dado cumplimiento”.

La anterior remisión se concreta en el numeral 9º del artículo 156 ibídem, que al determinar la competencia  territorial, prescribió una norma especial para los procesos ejecutivos. Señala la prescripción:

“Núm. 9. Art. 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: […] 9. En las ejecuciones de las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo o de las obligaciones contenidas en una conciliación aprobada por esta jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva.” (Negrillas y cursivas fuera de texto)
En el caso concreto, se presentó una demanda nueva que se encuentra sujeta al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA-, que consagra unas normas especiales para determinar la competencia en los procesos ejecutivos derivados de fallos proferidos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativos, que son aplicables al caso concreto y que asignan la competencia en el juez que profirió la sentencia, independientemente del régimen procesal aplicable al momento de proferirse, el Decreto 01 de 1984 o la Ley 1437 de 2011.
En este sentido, debe advertirse que la competencia como la medida en que se distribuye la Jurisdicción entre las distintas autoridades que la integran, tiene un conjunto de notas características o elementos fundantes, que impiden la disposición de la misma  por el juez o las partes, a saber
: 

i) la legalidad, según el cual  “las reglas de la competencia se determinen y modifiquen por la ley”;  
ii) la improrrogabilidad,  “las normas que regulan la competencia son imperativas, sustraídas por lo mismo a la autonomía de la voluntad particular”; 
iii) la inmodificabilidad o “perpetuatio iurisdictionis”, según la cual “una vez definida la competencia, no puede ella variar en el decurso del proceso”, salvo casos excepcionales –verbi gratia, la  desaparición o mutación del órgano competente-;  

iv) ser de orden público lo cual implica que “no pueda ser objeto de convención por las partes y que la incompetencia como vicio del proceso pueda y deba ser declarada aún de oficio por el juez”.
En consecuencia, en los procesos ejecutivos derivados de providencias judiciales proferidas por la Jurisdicción, la competencia se consagró de manera clara y expresa en el “juez que profirió la sentencia”, con ocasión del inciso 2 del artículo 299 que remite a las reglas generales sobre competencia, en las cuales el artículo 156 del C.P.A.C.A. al distribuir la competencia territorial incluye una disposición especial y atípica ya que indicó no sólo un lugar sino también el juez que deberá asumir su trámite “será competente el juez que profirió la providencia respectiva” .

Igualmente, no debe pasarse por alto que el artículo 298 no sólo le atribuye competencia al juez que conoció el proceso de donde surgió el título ejecutivo, sino que se hace énfasis en el hecho de  que es una atribución que no admite salvedades. ¿Qué otro sentido puede derivarse de la expresión “sin excepción alguna” del primer inciso del artículo 298 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo? 

Por consiguiente, no existiendo otra norma de carácter legal que señale algo diferente, se encuentra que el competente para conocer el asunto es el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del Circuito de Medellín.
2. En la materia, el alto tribunal de lo contencioso administrativo, al estudiar demandas ejecutivas, ha señalado y aplicado estas disposiciones en el sentido que aquí se defiende, esto es, asignando la  competencia al juez que profirió la sentencia. 

En este sentido, el Consejo de Estado, en Sentencia del 14 de marzo de 2014, con ponencia del Dr.  Alfonso Vargas Rincón, señaló la existencia de norma especial para la atribución de competencia en los procesos ejecutivos derivados de sentencia judicial expedida bajo el Decreto 01 de 1984, así:
“De las normas transcritas se desprende que sí existe regla especial de competencia para los Procesos Ejecutivos en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la cual se circunscribe concretamente al Juez que profirió la sentencia, para el cumplimiento del fallo condenatorio, que para efectos de este código constituya Título Ejecutivo, y en el presente asunto el competente es el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca.

“En el sub lite, la sentencia fue expedida el 23 de junio de 2005 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la cual quedó ejecutoriada el 27 de julio de 2005, de tal forma que el derecho se hizo exigible a partir del día siguiente hábil
, esto es, el 28 de julio de 2005, fecha a partir de la cual se cuenta el término de un (1) año para la cancelación del Título Ejecutivo, y si transcurrido este término la sentencia condenatoria no se ha pagado, el Juez que la profirió ordenará su cumplimiento inmediato.

“En consecuencia, se ordenará la remisión del expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca de conformidad con los artículos 297 y 298 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.”

En el mismo sentido, en Providencia  del 28 de julio de 2014, con ponencia del Dr. Gerardo Arenas Monsalve, se señaló:
“Debe resaltarse que en este caso, la acción ejecutiva es promovida por el señor Gonzalo Sandoval Molavoque porque considera que la sentencia del Tribunal Administrativo de Atlántico no fue cumplida en debida forma, por lo cual es dable afirmar que el título ejecutivo es complejo, es decir, está conformado por la providencia judicial y el acto que expidió la administración con el fin de cumplir la misma.

“Ahora bien, tratándose de un proceso ejecutivo que versa sobre condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago de sumas de dinero, serán ejecutadas al tenor de lo dispuesto en el artículo 299 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo ante esta jurisdicción.

“Consecuente con lo anterior, la competencia se fija por razón del territorio correspondiéndole conocer del trámite ejecutivo al Juez que profirió la sentencia  cuyo cumplimiento se pretende, al tenor de lo dispuesto en el numeral 9 del artículo 156 e inciso primero del artículo 298 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

“En el presente caso la sentencia de la cual se pretende su cumplimiento fue proferida por el Tribunal Administrativo de Atlántico, por lo que  es a ese Despacho a quien le competente conocer del trámite ejecutivo.

“Corolario de lo anterior, el presente asunto es de conocimiento del Tribunal Administrativo de Atlántico, por lo que se ordenará la remisión del mismo para lo de su competencia.”
 (Cursivas fuera del texto)
Por consiguiente, es claro que este Despacho no tiene competencia para avocar el conocimiento del presente asunto, toda vez, que en el caso concreto, no fue éste juzgado el que profirió la sentencia judicial que se presenta como título ejecutivo soporte de las pretensiones.

Así las cosas, el Juzgado estima que el conocimiento del presente asunto corresponde al Juez Veintiséis Administrativo Oral del Circuito de Medellín, por lo tanto, se declarará la falta de competencia y se ordenará su remisión al Juzgado en mención.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA para conocer del proceso de la referencia, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este auto.
SEGUNDO: REMITIR la demanda al Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del Circuito de Medellín, por las razones expuestas en el presente proveído.

TERCERO: Ejecutoriado el presente proveído procédase de conformidad, y súrtase la anotación correspondiente en el sistema de gestión judicial.
NOTIFÍQUESE
JORGE HUMBERTO CALLE LÓPEZ
JUEZ
	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 28 de mayo de 2015 fijado a las 8:00 a.m.

MIRYAN DUQUE BURITICÁ

SECRETARIA


L.A.A.
Radicado 05001333302020150052700
� QUINTERO, Beatriz.  PRIETO, Eugenio. Teoría General del Derecho Procesal. 4ª edición. Bogotá: Temis. 2008. p. 272.


� Sentencia C-767-10 de 22 de septiembre de 2010, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez, en donde la Corte Constitucional señaló que cuando la Ley o un acto se refiera a “días” como lo determina le Ley 4º de 1913, estos deben entenderse como “hábiles”.


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Segunda. Subsección A. C.P. Alfonso Vargas Rincón. Bogotá D.C., catorce (14) de marzo de dos mil catorce (2014). Radicación número: 11001-03-25-000-2014-00140-00(0346-14). Actor: Jesús Alberto Rivera Cifuentes. Demandado: Caja De Retiro De Las Fuerzas Militares. En el mismo sentido: Sección Segunda. Subsección A. C.P. Alfonso Vargas Rincón. Providencia del 14 de marzo de 2014. Radicación número: 11001-03-25-000-2013-01627-00(4175-13). Actor: Reinaldo Alvis Sánchez. Demandado: Caja De Retiro De Las Fuerzas Militares





� CONSEJO DE ESTADO. Sección Segunda. C.P. Gerardo Arenas Monsalve. Bogotá D.C., veintiocho (28) de julio de dos mil catorce (2014). Radicación número: 11001-03-25-000-2014-00809-00(2507-14). Actor: Gonzalo Sandoval Molavoque. Demandado: Caja de Retiro de las Fuerzas Militares. En igual sentido: Sección Segunda. C.P. Gerardo Arenas Monsalve. Providencia del 25 de junio de 2014, Radicación número: 68001-23-33-000-2013-01043-01(1739-14).Actor: Hair Alberto Ossa Arias. Demandado: Departamento De Santander - Contraloría General De Santander 








1

